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M AGIST RA DA P ONE NT E  M ART HA CE CIL I A  OSPI NA P AT IÑO  

 

Medellín,  veintisiete (27) de enero de dos mil veinti trés (2023).  

 

Procede el Tribunal  a decidi r el  recurso de apelación interpuesto en el 

proceso de la referencia por la parte demandante, f rente al auto profer ido 

por el  Juzgado Trece Civi l  del Circuito de Medel l ín el  día 20 de sept iembre 

de 2022 ( carpeta  01Pr imera ins tanc ia / carpeta  01CuadernoPr inc ipa l / a rch i vo  07 ) ,  mediante 

el cual  denegó el mandamiento de pago.  

 

I . ANTECEDENTES 

 

Se narra en la demanda  (carpe ta  01Pr imera ins tanc ia /carpe ta  

01CuadernoPr inc ipa l /a r ch i vo  03)  que el 18 de diciembre de 2018, la demandante 

vendió una f inca compuesta por cuatro inmuebles, que hacen parte de una 

sola explotación económica, a la demandada por valor de $70.000.000 por 

hectárea como se acordó en la cláusula segunda del contrato.   No obstante 

deducirse una extensión de 194 Hts, se acordó en el contrato que el precio 

f inal y su pago quedaba condicionado a la mensu ra de la f inca, cláusulas 

primera y tercera numeral 5, resultando una extensión real de 202 Hts+5463 

mts2, como se acredita con el plano topográf ico levantado por JAIRO 

ARGUMEDO, en cual se le entregó en forma personal y di recta a JOSÉ 
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GENTIL SILVA HOLGUÍN a f inales de diciembre de 2018 , como 

representante de la compradora , por el  representante legal de la vendedora.  

 

Dice que conforme la medición obtenida la demandada adeuda en favor de la 

actora el valor de 8 Hts más 5463 mts2 a razón de $70’000.000 cada Hta, 

para un total  de $598’241.000.oo.  Afi rma que la vendedora cumplió en su 

total idad y dentro de los términos las obl igaciones adquiridas, como lo 

confesó el representante legal  de la demandada en interrogatorio de parte –

prueba ant icipada- al  contestar la pregunta número dos.  

 

Señala que la obl igada ha negado la existencia del  contrato,  se ha negado a 

cancelar lo adeudado argumentando que “ cedió el contrato ”,  como lo di jo en 

el interrogatorio en la pregunta siete, lo que no es cierto.  

 

La demanda correspondió conocerla al JUZGADO TRECE CIVIL DEL 

CIRCUITO DE MEDELLÍN, y con auto del 20 de sept iembre de 2022 NEGÓ el  

mandamiento de pago, para el lo reseña el  art .  422 del C.G.P.,  expl icando las 

característ icas de la obl igación  ejecut iva de ser clara, expresa y exigible.   

Luego aborda el tema del t í tulo complejo , la promesa de venta como tí tulo 

ejecut ivo, ci tando decisiones de este Tribunal.  

 

Sobre el caso en concreto procedió la juez a referirse al contrato de 

promesa, los bienes objeto de negociación, a las c láusulas segunda y 

tercera que aluden a la forma de pago, a los hechos 6 a 8 de la demanda, 

para di lucidar que de los documentos adosados no se puede colegi r la 

presencia de una obl igación clara, expresa y exigible , por cuanto la promesa 

para que sea t í tulo ejecut ivo debe ser “perfecta” ,  debe superar los requisi tos 

de existencia y val idez, arts.  1502, 1740 y 1741 del C.C.,  resaltando la 

plenitud de las formalidades prescri tas por la ley,  pues a la luz del art .  1611 

C.C. la promesa de celebrar un contrato no  produce obl igación alguna, salvo 

entre otras ci rcunstancias, y resalta, que la promesa contenga un plazo o 

condición que f i je la época en que se celebrará el contrato,  ci rcunstancia 

que en el contrato no se expresó , y por el lo no es exigible, al  ser de 

“ inexcusable acatamiento” ,  apoyándose en jur isprudencia de la Corte 

Suprema. 
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Indica además, que la ejecución no es clara en lo que respecta a la 

determinación de la suma adeudada, art .  424 C .G.P.,  ci tando la cláusula 

tercera numeral  5 del contrato, donde se establece que una vez medida la 

f inca, las partes posteriormente acordaran el pago del saldo restante,  

quedando indeterminada la suma adeudada.   

 

I I .  LA IMPUGNACIÓN.  

 

Inconforme con la anterior dec isión, el  extremo act ivo de la l i t is recurrió la 

decisión que negó el  mandamiento de pago en reposición y subsidio 

apelación,  argumentando que , en el  interrogatorio de parte ant icipado 

absuelto por el  representante legal de la demandada, confesó que la 

demandante había cumplido con sus obl igaciones, lo que presta  méri to 

ejecut ivo.  De otro lado no se persigue el cumplimiento de todas las 

obl igaciones, sino el  pago de la extensión adicional que arrojó la me nsura,  

que son 8 hts+5463 mts2,  y al  no f i jarse fecha o época para cumplimiento de 

este pago se debe tomar la fecha f i jada en el  numeral 5 de la cláusula 

tercera como máximo para hacer la medición, 30 de enero de 2019 , cuando 

la parte actora cumplió con sus obl igaciones , por ser una obl igación pura y 

simple- ci ta jurisprudencia -.   Concluye que a pesar que no se es tableció 

fecha exacta de cumplimiento de la obl igación que se reclama,  ésta se hizo 

exigible desde que la parte actora cumplió con las suyas.  

 

Asevera que no es entendible la apl icación de los art .  1502, 1740 y 1741 del  

C.C., ya que la total idad de las obl igaciones que surgieron para ambas 

partes se cumplieron, excepto la de cancelar las hectáreas adicionales cuyo 

valor se reclama, pues las escri turas ya se f i rmaron, los inmuebles se 

entregaron y no hay reparo sobre estos aspectos.   Ante este cumplimiento se 

conval idó cualquier falencia del  contrato de promesa.  

 

Sobre la fal ta de clar idad que encontró el despacho, asevera que  la cláusula 

segunda del contrato es clara al determinar el  precio por hectárea, dejando 

el valor total  conforme la mensura, véase nume ral 5 cláusula tercera donde 

se señala que las partes acordarán el  pago del saldo restante.  
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Finalmente l lama la atención que la juez dio una indebida lectura al plano,  

pues en él se ref le jan que lo vendido son 4 inmuebles.  

 

I I I . CONSIDERACIONES 

 

1. DEL PROCESO EJECUTIVO EN GENERAL.  

Bien es sabido que el proceso ejecut ivo parte del presupuesto insust i tuible 

de la existencia de un documento que de forma cierta consagra el derecho 

que se reclama, evidenciando la correlat iva obl igación del deudor y en cuya 

vi rtud, autorizado está el acreedor a reclamar del segundo la consabida 

obl igación.    

 

En consonancia con el lo, establece el art ículo 422 del  Estatuto Adjet ivo 

Civi l ,  que podrán demandarse ejecut ivamente las obl igaciones claras,  

expresas y exigibles que consten en  un documento proveniente del deudor o 

de su causante y que const i tuyan plena prueba contra él.   

 

2.  EL TÍTULO EJECUTIVO 

Se t iene por t í tulo ejecut ivo al documento en cuyo contenido conste la 

existencia de una obl igación clara, expresa y exigible,  a favor de una 

persona y en cabeza del deudor, documento que además debe provenir de 

éste o de su causante, que const i tuya plena prueba contra él y que en todo 

caso debe producir la certeza necesaria para que pueda ser sat isfecha la 

obl igación mediante el proceso de ejecución respect ivo. El art ículo 422 del  

Código General del Proceso así reza:  

 
Pueden demandarse e jecut ivamente las ob l igaciones expresas, c laras 
y exig ib les que consten en documentos que provengan del deudor o de 
su causante, y const i tuyan plena prueb a contra él ,  o las que emanen 
de una sentencia de condena proferida por juez o tr ibunal de cualquier  
jur isd icc ión, o de otra  prov idencia  jud ic ia l ,  o de las prov idencias que 
en procesos de pol ic ía aprueben l iquidación de costas o señalen 
honorar ios de auxi l iares de la just ic ia,  y los demás documentos que 
señale la ley.  
 
La confesión hecha en el curso de un proceso no const i tuye t í tu lo  
ejecut ivo,  pero sí  la que conste en el interrogatorio prev isto en el  
art ícu lo 184.  

 

Del  texto de la norma t ranscri ta se despr ende que las obl igaciones que 
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pueden demandarse ejecut ivamente t ienen que cumpli r o tener t res 

característ icas a saber: ( i ) Ser Expresas, lo que signif ica que aparecen 

manif iestas en la redacción misma del t í tulo el  contenido y alcance de la 

obl igación,  las partes vinculadas y los términos en que la obl igación se ha 

est ipulado;  ( i i ) Ser Claras, es deci r,  que sea indubitable la obl igación, por 

tanto no será clara la obl igación que esté contenida en términos confusos o 

equívocos o cuando exista incert idumbre respecto del plazo o la cuantía y 

f inalmente (i i i ) Ser Exigibles, es decir,  que se t rate de una obl igación que 

pueda cobrarse, sol ic i tarse o demandarse su cumplimiento del deudor.  

 

3.  CASO CONCRETO.  

Sea lo primero advert i r  que de conformidad con el numeral  4° del art ículo 

321 del Código General del Proceso, es procedente el recurso de apelación 

del auto que niegue total o parc ialmente el mandamiento de pago, por lo que 

puede resolverse de fondo la alzada interpuesta contra el  auto del 20 de 

sept iembre de 2022, mediante el cual el  Juzgado Trece Civi l  del Circuito de 

Medel l ín negó l ibrar mandamiento de pago.  

 

Ahora, el  objeto de discusión está ci rcunscri to a determinar si  era adecuado 

que el  juzgado de primera instancia negara el mandamiento de pago o,  si  

como aduce la parte recurrente,  el  contrato y los documentos arrimados son 

suf icientes para l ibrar orden de apremio, siendo relevante para la decisión 

del presente caso, tener en cuenta que se pretende por la parte demandante 

la ejecución de una suma de dinero  que aduce está contenida en un contrato 

de promesa de compraventa que suscribió con la demandada , documento 

que aporta como base principal de recaudo y acompaña con un interrogatorio 

rendido, como prueba ant icipada, por el  representante legal de la ejecutada.  

 

Acontece que el a quo  motivó su decisión  de negar el  mandamiento de pago  

aduciendo que de los documentos adosados no  se puede colegi r una 

obl igación clara,  expresa y exigible  porque para que pueda adelantarse 

ejecución con base en un contrato de p romesa ésta debe ser perfecta  y la 

promesa aducida no cumple con el requisi to de contener u n plazo o 

condición que f i je la época en que ha de celebrarse el contrato ,  lo que le 

resta exigibi l idad como tí tulo ejecut ivo; además , tampoco se cumple con el  

requisi to de claridad por fal ta de determinación adecuada de la suma de 
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dinero que se pretende ejecutar .  

 

Ahora, la impugnación que suscita el  pronunciamiento en esta instancia,  

reclama por que sea l ibrado el respect ivo mandamiento ejecut ivo, 

considerando que el  t í tulo aportado como fundamento de la obl igación reúne 

los requisi tos esenciales para soportar la ejecución, señalando de 

equivocada la valoración real izada por el  Juez de primera instancia.  

 

Pues bien, anal izados integralmente los documentos que se presen taron 

como base de recaudo, encuentra el Tribunal  que fue acertada la decisión 

denegatoria de la orden de apremio.  El lo es así por cuanto en verdad no 

puede hablarse de la existencia de una obl igación clara, expresa y exigible,  

pues basta con remit irse al tenor l i teral de la cláusula tercera numeral 5 del  

contrato de promesa aportado,  según la cual “ la f inca será medida máximo el  

día 30 de enero de 2019 y posteriormente las partes acordarán el pago del  

saldo restante” ,  para advert i r que la obl igación por la  que se pretende 

ejecutar a la demandada no fue determinada claramente, porque 

precisamente se pretende ejecutar por el  valor de las hectáreas que 

quedaron pendientes de medir y para las cuales no se estableció forma ni  

fecha de pago.  

 

Alega la parte recurrente que, al  absolver el  interrogatorio de parte ,  el  

representante legal de la demandada, confesó que todas las obl igaciones 

adquiridas y, dentro de los términos acordados en la promesa de 

compraventa,  fueron cumplidas por la  demandante, confesión que considera 

presta méri to ejecut ivo , pero no le asiste razón al inconforme porque, 

aunque es viable que como tí tulo ejecut ivo com plejo se aporte un contrato 

acompañado de un interrogatorio  extraproceso 12,  el  dicho del  señor José 

Genti l  Si lva Holguín en el inte rrogatorio extraproceso no da cuenta de la 

información necesaria para predicar la complementación de la promesa en 

                                                 
1 “ARTÍCULO 422. TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que 

consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una 
sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que en 
procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que 
señale la ley. La confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio 
previsto en el artículo 184” 
2“Aun cuando ello se puede lograr con varios documentos, es decir, el caso del título complejo, tal cuestión significa que, al 

articularlos, la obligación surja prístina; por tanto, si en conjunto, se requiere efectuar una interpretación más allá del tenor literal del 
contenido de la obligación de dar, hacer, no hacer o, de suscribir documentos, estará insatisfecho el requisito expreso del título. 
Se destaca, tal rasgo del título puede obtenerse de la confesión directa o ficta del deudor, siempre que ello surja de un interrogatorio 
de parte, cuyo fin sea insertar una obligación en un documento para demandar su cumplimiento, según lo permite el artículo 422 de la 
Ley 1564 de 2012, al remitir al canon 184 de la misma obra” (STC720-2021 M.P. LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA). 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#184
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los aspectos echados de menos, en tanto, al  escuchar la ponencia aludida,  

se evidencia que el  declarante nada reconoció sobre la real ización de la 

medición pendiente,  ni  sobre el precio y forma de pago de  las hectáreas 

adicionales que de dicha medición se derivaron , señalando únicamente en 

ese aspecto que no recibió plano con la medición adicional ,  s ino únicamente 

el plano inicial  de 195 hectáreas y, que, el  representante legal de la 

ejecutante si  le requirió extrajudicialmente el pago del dinero que ahora se 

reclama ejecut ivamente pero que el declarante ya no tenía relación con el  

negocio porque cedió el  contrato  (Arch ivo  denominado  06V ideoAud i enc iaEx t raproceso) ,  

información ésta de la cual no se puede desprender la efect iva real ización 

de la medición;  mucho menos el  acuerdo posterior de los contratantes en 

cuanto a la fecha y forma de pago del monto adicional  por las hectáreas que  

quedaron pend ientes de medir según se anunciaba  en la promesa de 

compraventa .   

 

Aduce el recurrente que “al no acordarse o determinarse entre las partes, la 

época para su cumpl imiento o pago, se t iene como tomar esta fecha, con la 

del cumplimiento de las obl igaciones por parte de la hoy accionante, por 

encontrarnos f rente a una obl igación “pura y simple”,  obl igación que surgió 

en el mismo instante en que se cumplieron las obl igacion es por parte de mi  

representada” ,  lo que dice ocurr ió el  30 de abri l  de 2022, argumento que no 

comparte este Despacho,  porque como claramente lo expl icó el  a quo  al  

resolver la reposición, la obl igación que se reclama en ejecución no puede 

catalogarse como pura y simple, pues el  pago del precio por las hectáreas 

adicionales que resultaran de la medición quedó acompañado de 

ci rcunstancias especiales  que incidían en la obl igación  y que le quitan la 

condición de pura y simple, esto es, la posterior medición del predio y un 

acuerdo, también poster ior,  sobre la forma de pago; a lo que se agrega que  

la real ización de las elucubraciones que efectúa la parte ejecutante y de las 

cuales pretende desprender la obl igación que desea ejecutar,  impl ica n 

precisamente que el  documento base de recaudo no t iene la claridad y 

expresividad necesarias para const i tui rse en t í tulo ejecut ivo.  

 

Reclama también la parte inconforme porque no ent iende la alusión que 

real izó el  a quo  a los art ículos 1502, 1740 y 1741 del  Código Civi l ,  

señalando que las escri turas ya se f i rmaron,  que los inmuebles se 

entregaron y, que sobre el lo no hay reparo,  lo que considera conval ida 
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cualquier falencia del  contrato de promesa.  

 

Sobre éste tópico pert inente resulta advert i r que la compraventa y la 

promesa de compraventa son dos contratos diferentes, independientes, 

autónomos y que generan sus propias obl igaciones,  por el lo,  el  hecho de que 

se hubiese celebrado el contrato promet ido no impl ica que se saneen las 

def iciencias del contrato de  promesa y, como en el caso bajo examen se 

pretende ejecutar con base en el contrato de promesa, indispen sable resulta, 

como lo hizo el juez de primer grado, determinar si  el  contrato cumple los 

requisi tos de val idez y ef icacia, porque no puede habi l i tarse el cobro 

coact ivo de una suma que t iene como base de recaudo un negocio jurídico 

bi lateral que no cumple con las exigencias mínimas para predicar su 

existencia y val idez.   En el caso del contrato de promesa,  por mandato 

expreso y claro del  art ículo 1611 3 del Código Civi l ,  para que pueda producir  

obligaciones  debe cumpli r los requisi tos al l í  señalados,  siendo evidente que 

el contrato aquí arrimado carece del tercer requisi to establecido en la norma 

aludida, relat ivo al plazo o condición que f i je la época en q ue ha de 

celebrarse el contrato,  lo que impl ica que no puede producir efectos ni  

obl igaciones.  Pero es que incluso, si  en gracia de discusión se deja de lado 

esa grave def iciencia , en esta providencia y en las decisiones del juez de 

primer grado, se expl icó en detal le las otras falencias de los documentos 

base de recaudo para const i tui r un t í tulo ejecut ivo .  

 

Finalmente aduce la parte recurrente que el juez de primera instancia real izó 

una lectura errónea del plano arr imado, pero dicha si tuación resulta 

totalmente i rrelevante si  se t iene en cuenta que son otras si tuaciones, ya 

anal izadas,  las que l levaron a negar el  mandamiento de pago, a lo que se 

adiciona que no se acreditó ni  siquiera la entrega de ese plano a la parte 

ejecutada, pues el lo se pretendió demostrar con el interrogatorio extra 

proceso rendido por el  representante legal de la ejecutada, pero al l í ,  como 

se detal ló en párrafos precedentes, éste di jo no haber recibido el plano que 

contiene la mensura de 202 hectáreas, señalando que únicamente recibió un 

                                                 
3 ARTICULO 1611. <REQUISITOS DE LA PROMESA>. <Artículo subrogado por el artículo 89 de la Ley 153 de 1887>. La promesa 

de celebrar un contrato no produce obligación alguna, salvo que concurran las circunstancias siguientes: 
1a.) Que la promesa conste por escrito. 
2a.) Que el contrato a que la promesa se refiere no sea de aquellos que las leyes declaran ineficaces por no concurrir los requisitos 
que establece el artículo 1511 <sic 1502> del Código Civil. 
3a.) Que la promesa contenga un plazo o condición que fije la época en que ha de celebrarse el contrato. 
4a.) Que se determine de tal suerte el contrato, que para perfeccionarlo solo falte la tradición de la cosa o las formalidades legales. 
Los términos de un contrato prometido, solo se aplicarán a la materia sobre que se ha contratado. 
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plano inicial  de 195 hectáreas (A rch ivo  denominado 06V ideoAud ienc iaEx t raproceso) .   

 

De esta manera,  luego del  anál isis integral de las pruebas,  para el Tribunal,  

contrario a lo que se argumenta en el  recurso de apelación, no resulta 

posible af i rmar que se esté ante una obl igación clara, expresa y actualmente 

exigible a part i r de la cual pueda l ibrar se orden de apremio, razones que 

conducen a conf i rmar el auto apelado, advir t iendo que resulta inneces ario 

rei terar argumentos y ci tas jurisprudenciales que de forma juic iosa expuso el  

a quo ,  s iendo suf ic iente entonces el anál isis aquí real izado sobre los 

reproches puntuales planteados por el  recurrente, para despachar 

desfavorablemente la alzada.  

 

4.  COSTAS.  

No hay lugar a imponer condena en costas en esta instancia porque, aunque 

el recurso fue desfavorable para la inconforme, las mismas no se causaron.  

 

Por lo expuesto, la suscrita Magistrada Sustanciadora de la Sala Civil  del  

Tribunal Superior de Medellín,  

 

I I I .  RESUELVE 

 

PRIMERO. CONFIRMAR el  auto proferido por el  Juzgado Trece Civi l  del  

Circuito de Medel l ín el  día 20 de sept iembre de 2022 .   

 

SEGUNDO. ABSTENERSE de imponer condena en costas  en esta instancia  

 

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 

 

 

 

 (F i rma escaneada  conforme el  a r t ículo  105 del  Código General  del  Proceso,  en 
concordancia con las d isposic iones de la Ley 2213 de 2022)  

 
 


